
C.A. de Temuco
Temuco, quince  de noviembre de dos mil veintid só .

VISTOS

Comparece, don  FEDERICO         CAMPOS         SANDOVAL  , abogado, por 

la parte demandada, en representaci n de la Municipalidad de Temuco, enó  

autos  caratulados  “SANZANA  con I lustre  Munic ipalidad  de 

Temuco ,”  RIT     O-212-2022,   en la que por sentencia de fecha 16 de junio de 

2022, se conden  a su representado a: ó

II.- QUE SE ACOGE la demanda enderezada por JAEL ALINE SANZANA 

QUIJON,  RUN  18.147.970-1,  en  contra  de  la  MUNICIPALIDAD  DE 

TEMUCO,  RUT  69.190.700-7,  ambas  partes  ya  individualizadas  en  lo 

dem s; en consecuencia, se da por establecida la existencia de una relaci ná ó  

laboral  que uni  a  las  partes  desde  el  01 de  febrero  de 20125 al  31 deó  

diciembre de 2021. Asimismo, que el t rmino de esta relaci n laboral se haé ó  

producido por un despido carente de causal, siendo injustificado, indebido e 

improcedente.

III.- Que, conforme a lo precedente, la demandada deber  pagar al actor lasá  

siguientes prestaciones:

a) Indemnizaci n sustitutiva del aviso previo por la cantidad de $690.000.ó

b) Indemnizaci n por a os de servicios, en este caso por 9 a os y lapsoó ñ ñ  

superior a seis meses a os, que corresponde al monto de $6.900.000ñ

c) El recargo previsto en el art culo 168 letra b) de la compilaci n laboral,í ó  

calculado  sobre  la  indemnizaci n  por  a os  de  servicio,  de  lo  que  resultaó ñ  

$3.450.000.

d) El pago de las cotizaciones de previsi n social desde el 1 de febrero deó  

2012  al  31  de  diciembre  de  2021,  en  base  a  la  remuneraci n  percibidaó  

durante cada mes.

Refiere que encontr ndose dentro de plazo legal, y de conformidad con loá  

previsto en los art culos 477 y siguientes del C digo del Trabajo, vengo ení ó  

deducir recurso de nulidad, en contra de la sentencia definitiva de primer 

grado dictada en autos, notificada con fecha 16 de Junio de 2022 a esta parte 
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solicitando a VS. lo declare admisible y lo conceda, elevando los autos a la 

Ilustr sima Corte de Apelaciones deí  Temuco, a fin de que este Tribunal de 

Alzada, conociendo del mismo, lo acoja en todas sus partes, declarando la 

nulidad de la sentencia recurrida por la causal contenida en el art culo 477í  

del C digo del Trabajo en su m rito, corrigiendo el vicio alegado procedaó é  a 

dictar la correspondiente sentencia de reemplazo, declarando no     dar     lugar     al   

pago     de   las cotizaciones previsionales por el periodo trabajado, todo ello por 

los antecedentes de hecho y derecho que pasa a exponer:

En cuanto antecedentes, refiere que consta en autos que se ha interpuesto 

demanda por declaraci n de relaci nó ó  laboral, despido injustificado y nulidad 

del despido por parte de do a JAEL ALINEñ  SANZANA QUIJ N, basado enÓ  

que la relaci n contractual a honorarios que la un a conó í  la Municipalidad de 

Temuco, en realidad era una relaci n laboral, por los argumentosó  esgrimidos 

en su libelo, y que por consiguiente se declare que su despido fue injustificado 

y nulo por no haberse pagado las cotizaciones previsionales.

En la sentencia definitiva dictada por VS. de fecha 16 de junio del a o 2022ñ  

resuelve  acoger  la  demanda  de  declaraci n  de  la  relaci n  laboral,ó ó  

condenando a esta parte adem sá  a:

II.-  QUE  SE  ACOGE  la  demanda  enderezada  por  JAEL  ALINE 

SANZANA  QUIJON,  RUN 18.147.970-1, en contra de la 

MUNICIPALIDAD DE TEMUCO, RUT 69.190.700-7, ambas partes ya 

individualizadas  en lo dem s;  en consecuencia,  se da por establecida laá  

existencia de una relaci nó  laboral que unió a las partes desde el 01 de 

febrero de 20125 al 31 de diciembre de 2021. Asimismo, que el t rmino deé  

esta relaci n laboral se haó  producido por un despido carente de causal, 

siendo injustificado, indebido e improcedente.

III.- Que, conforme a lo precedente, la demandada deberá pagar al actor las 

siguientes prestaciones:

a) Indemnizaci nó  sustitutiva del aviso previo por la cantidad de $690.000.
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b) Indemnizaci n por a os de servicios, en este caso por 9 a os y lapsoó ñ ñ  

superior a seis meses a os, que correspondeñ  al monto de $6.900.000

c) El recargo previsto en el art culoí  168 letra b) de la compilaci nó  laboral, 

calculado sobre la indemnizaci nó  por a osñ  de servicio, de lo que resulta 

$3.450.000.

d) El pago de las cotizaciones de previsi n social desde el 1 de febrero deó  

2012 al 31 de diciembre de 2021, en base a la remuneraci nó  percibida 

durante cada mes.

Con respecto a la causal y vicio que sustenta este recurso, indica que la causal 

o vicio establecido en el art culo 477 del C digo del Trabajo, esta es:í ó  ( )“ …  

Aqu llaé  se hubiere dictado con infracci nó  de ley que hubiere influido 

sustancialmente  en  lo  dispositivo  del  fallo.  En  contra  de  las  sentencias 

definitivas no proceder ná  m sá  recursos.”

En cuanto el modo en que la infracci nó  alegada ha influido sustancialmente 

en lo  dispositivo del fallo, en la especie, la causal gen rica del art culo 477é í  

que anteriormente se alamos,ñ  tiene por fin corregir vicios en la sentencia se 

hubiesen infringido garant así  constitucionales o en infracci nó  de la ley. A la 

luz de lo anterior es que la causal busca 
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que hechos discutidos en el juicio hayan sido interpretados de tal 

forma que no alteren garant así  constitucionales o legales establecidas 

en nuestra legislaci n,ó  para el presente caso, espec ficamente  laí  

infracci nó  de ley.

En el caso sub-lite, si bien es cierto que VS. ha declarado la existencia 

de relaci nó  laboral entre las partes, no es menos importante establecer 

que  dicha  declaraci n  noó  puede  contener  efectos  retroactivos  que 

alteren principios como la legalidad o las atribuciones que tiene la 

Municipalidad dentro de aquellas que la misma ley le otorga.

As  las cosas, al ordenar VS. el pago de las cotizaciones previsionales,í  

estar aí  desconociendo, entre otras cosas, que no nos encontramos ante 

una hip tesis  t pica enó í  la cual un empleador utiliza el contrato de 

honorarios  como  un  subterfugio  o  fraude, ocultando una relaci nó  

laboral. En la especie, esta relaci nó  de contrataci nó  nace a la luz 

como un contrato de prestaci n  de  servicios,  lo  cual  se  encuentraó  

amparado por la ley 18.883 en su art culo 4. En el presente caso, laí  

actora es profesional, se trata de una trabajadora social, contratada a 

honorarios, del Departamento de Desarrollo Comunitario, en que 

ejerc aí  su actividad en diferentes programas de dicho departamento, 

es decir, la contrataci n era para llevar a cabo cometidos espec ficos,ó í  

cumpli ndose, a juicio de esta parte, con los supuestos establecidos ené  

el art culo 4 deí  la ley 18.883.

Así las cosas y entendiendo que la vinculaci nó  contractual nace al 

amparo de un estatuto  legal  determinado,  lo  que,  en  principio, 

otorgaba una presunci n de legalidad,ó  seg nú  lo dispone el art culoí  3 

inciso final al se alarñ  “que Los actos administrativos gozan de una 

presunci n  de  legalidad,  de  imperio  y  exigibilidad  frente  a  susó  

destinatarios , por”  lo que en principio, la contrataci n no es ilegal, yó  

que adem s fue cumplida por laá  Municipalidad de Temuco de buena 

fe desde que realiz  la retenci n de los impuestosó ó  de las boletas de 

honorario emitidas por la actora, y en atenci nó  a que ambas partes 
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estaban de acuerdo en el hecho que se trataba de un contrato civil, 

s loó  puede concluirse que la parte demandada estaba impedida de 

ejercer la retenci n de unaó  parte de la remuneraci nó  del actor para 

proceder al pago de sus cotizaciones previsionales, desde que aquellas 

eran incompatibles con la naturaleza del contrato suscrito entre ellas.

Adem s,á  es necesario considerar que la carga econ micaó  que se le está 

imponiendo a la Municipalidad con esta condena, adem s de gravosa,á  

contradice el principio de legalidad que obliga a todos los rganos deó  

la  administraci n  del  estado  aó  efectuar  pagos  amparados  en  la 

normativa vigente. En consecuencia, Por qu  cabr a¿ é í  hacer pago de 

las  cotizaciones  que,  hasta  la  fecha  de  la  declaraci n  de  relaci nó ó  

laboral, eran por una prestaci n de servicios?, Qu  ocurre con lasó ¿ é  

declaraciones  de  impuestos enteradas  por  la  Municipalidad, 

simplemente  son  un gasto  que debe  asumir?,  Bajo“ ” ¿  qué partida 

presupuestaria podr aí  haber  enterado dichos montos  la 

Municipalidad?

En resumen, y siendo un hecho INDISCUTIBLE que los contratos 

que unieron a las partes fueron suscritos como contratos de prestaci nó  

de servicios, que estos tienen una presunci n de legalidad de acuerdoó  

a los art culos 6 y 7 de nuestra Constituci ní ó  Pol tica de la Rep blica yí ú  

seg n lo  dispone el  art culo 3 inciso final  de la  Ley 18.883,ú í  ser aí  

totalmente  improcedente  la  condena  en  lo  relativo  al  pago  de  las 

cotizaciones previsionales, toda vez que mientras rigi  la relaci n enó ó  

calidad  de  honorarios ,  esta“ ”  Municipalidad  se  encontraba 

IMPOSIBILITADA para cumplir con el art culo 58 delí  C digo deló  

Trabajo,  que le  importar a  a la  Municipalidad  una destinaci n  deí ó  

dineros p blicosú  diferente a lo ya establecido, lo cual se encuentra 

prohibido.

Por  lo  precedentemente  expuesto,  no  cabe  duda  que  la  sentencia 

posee un vicio y que sta infracci n ha influido en lo dispositivo delé ó  

fallo,  toda  vez  que  ha  establecido un  pago  que  contradice  la 
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naturaleza  misma de  la  declaraci n  de  relaci n  laboraló ó  cuando se 

trata de rganosó  de la administraci nó  del estado, estableciendo una 

obligaci n  que no solo  resulta  gravosa para las  arcas  fiscales,  sinoó  

tambi n  indebida,é  considerando  que  durante  la  relaci n  entreó  

demandante y demandado, siempre se cumplió con lo que, hasta ese 

momento, era la legalidad del contrato suscrito.

La infracci n contenida el art culo 477 del C digo del Trabajo enó í ó  

relaci n  con  laó  interpretaci n  del  art culo  4  de  la  ley  18.883,  enó í  

concordancia  con  el  cumplimiento  de la  obligaci n  de  losó “  

empleadores  respecto  a  la  obligaci n  de  retenci n  y  pago de  las” ó ó  

cotizaciones previsionales consagrada en el art culoí  58 del C digoó  del 

Trabajo, cuyo no ser a  el  caso  de  un  organismo  como  unaí  

municipalidad en opini n de este recurrente.ó  Lo anterior, conlleva a la 

conclusi nó  que la sentencia que se pretende impugnar adolece de 

vicios s lo reparables por la v a de la nulidad, y que por consiguiente,ó í  

se establezca por este medio que la Municipalidad de Temuco carece 

de la obligaci nó  legal de enterar las cotizaciones previsionales de 

funcionaria amparada en un contrato a honorarios. De este modo, se 

ha Infringido los art culos 4 de la ley 18.883 y 58 del C digo delí ó  

Trabajo, ya que de haber interpretado y aplicado correctamente 

dichos art culos,í  el razonamiento de la sentencia hubiese sido distinto, 

y no se hubiese condenado a la Municipalidad de Temuco, al pago de 

las  cotizaciones  previsionales,  por  el  tiempo trabajado por la 

funcionaria.

Jurisprudencia     relacionada  

Hago presente adem s, que en id ntico sentido ha fallado en la Exmaá é  

Corte Suprema en los roles 41.760-2017, Rol 14.279-2019 y 24.904-

2014, que en lo pertinente sostienen el mismo argumento seg nú  paso 

a expresar:
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CUARTO: Que, al respecto, cabe tener presente, en primer lugar,“  

que en virtud de la norma contenida en el art culoí  4 de la Ley Nº 

18.883, los decretos que sucesivamente contrataron a honorarios a los 

demandantes no les confirieron la calidad de funcionarios p blicosú  

sujetos al Estatuto Municipal, pues así lo dice expresamente ese 

precepto legal, al establecer que a las personas contratadas a 

honorarios no“  les ser ná  aplicables las disposiciones de este Estatuto”

OCTAVO: Que, til tambi n se hace considerar que el principio de“ ú é  

legalidad de la acci n del Estado que enuncian los art culos 6  y 7  deó í ° °  

la Constituci n Pol tica de laó í  Rep blica,ú  seg nú  el cual los rganosó  

estatales no tienen m sá  atribuciones que las  conferidas 

expresamente por las leyes y que recoge, asimismo, el art culo 2  de laí °  

Ley Org nicaá  Constitucional sobre Bases Generales de la 

Administraci nó  del Estado, impide a los Municipios contratar personal 

sujeto  al  C digo  del  Trabajo  fuera  de  los  casosó  espec ficamenteí  

se alados por la ley, como ocurre en las situaciones a que alude elñ  

art culoí  3° del Estatuto Administrativo de los Funcionarios 

Municipales contenido en la citada Ley N° 18.883; de los empleados 

de los servicios traspasados a las Municipalidades de acuerdo con el 

Decreto Ley N  3.063, de 1978, y de los m dicos° é  cirujanos que se 

desempe anñ  en los gabinetes psicot cnicosé  municipales”

NOVENO:“  Que, en el mismo sentido, puede anotarse que en la 

especie no puede recibir aplicaci nó  la regla que se consigna en el 

inciso tercero del art culoí  1° del C digoó  del Trabajo, seg n la cual,ú  

los trabajadores  de las entidades se aladas en el inciso“ ” ñ  precedente - 

entre ellas las que integran la Administraci n del Estado- se sujetar  aó á  

las normas de dicho C digo en las materias o aspectos no reguladosó  

en sus respectivos estatutos, siempre que ellas no fueren contrarias a 

estos ltimos, en la medida en queú  los actores precisamente no ten aní  

la calidad de funcionarios o trabajadores del Municipio demandado, 

sino la de contratados sobre la base de honorarios de acuerdo con el 
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art culoí  4° de la referida Ley N° 18.883, la que excluye la condici nó  

de funcionarios  afectos  a este Estatuto Administrativo y los somete 

exclusivamente a las normas contenidas en el respectivo contrato de 

prestaci n deó  servicios.

DECIMO: Que, adem s, atinente con las labores para las que fueroná  

contratados los  actores  debe  recordarse  que  el  inciso  segundo  del 

art culo 4  de la Ley N  18.883,í ° °  prev  la posibilidad que se trate deé  

cometidos espec ficos, respecto a los cuales noí  opera el requisito de 

accidentalidad  que  exige  el  inciso  primero  de  esa  disposici n,  deó  

manera que, en este aspecto, tampoco la demandada ha extralimitado 

el marco legal que la regula.

Que, trat ndoseá  las causales invocadas de aquellas que no pueden si 

no impugnarse a trav s del recurso materia de autos, al tener relaci né ó  

con la dictaci nó  misma de la sentencia, su decisi nó  y contenido, 

esta parte estima que se tiene por  preparado  suficientemente  el 

recurso  interpuesto,  por  no  haber  existido  oportunidad previa de 

haber impugnado los vicios respectivos en que se sustenta el recurso.

Finalmente indica que en virtud de lo expuesto y lo dispuesto en los 

art culos  477  y  479í  del C digoó  del  Trabajo y dem s  normasá  

pertinentes, pide tener por interpuesto recurso de nulidad en contra 

de la sentencia definitiva de primer grado dictada en autos, con fecha 

16 de Junio del a oñ  2022 acogerlo a tramitaci nó  y ordenar que se 

eleven los autos a la Ilustr simaí  Corte de Apelaciones de Temuco, a 

fin de que el Tribunal Ad Quem, conociendo del recurso, lo acoja y 

consecuencialmente,  invalide  y  dicte  la  sentencia  de  reemplazo 

correspondiente con arreglo a la ley, rechazando la demanda en lo 

relativo a la imposici n de la obligaci nó ó  de pago de las cotizaciones 

previsionales durante la relaci n contractual de las partes.ó  Lo anterior 

sin  perjuicio  de  la  facultad  conferida  a  la  Ilustr sima  Corte  deí  

Apelaciones por el inciso final del art culoí  479 del C digoó  del 

Trabajo, determin ndoseá  sus consecuencias por la Ilustr sima Corte alí  
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hacer uso de la mentada facultad, m s lasá  costas del recurso.

CONSIDERANDO

PRIMERO:  Que en esta causa se interpuso como causal de nulidad 

la del art culo 477 del C digo del Trabajo que indica. Trat ndose deí ó “ á  

las sentencias definitivas, s lo ser  procedente el recurso de nulidad,ó á  

cuando en la tramitaci n del procedimiento o en la dictaci n de laó ó  

sentencia definitiva se hubieren infringido sustancialmente derechos o 

garant as constitucionales, o aqu lla se hubiere dictado con infracci ní é ó  

de ley que hubiere influido sustancialmente en lo dispositivo del fallo. 

En contra de las sentencias definitivas no proceder n m s recursos. á á

El recurso de nulidad tendr  por finalidad invalidar el procedimientoá  

total  o  parcialmente  junto  con  la  sentencia  definitiva,  o  s lo  estaó  

ltima, seg n corresponda .ú ú ”

SEGUNDO:  El recurrente se alañ  que, en cuanto el modo en que 

la infracci n alegada ha influido sustancialmente en lo  dispositivo deló  

fallo, ello dice relaci n con que el sentido que la sentencia incurre enó  

infracci n de ley. En el caso sub-lite, si bien es cierto que el tribunaló  

recurrido  ha  declarado  la  existencia  de  relaci n  laboral  entre  lasó  

partes, no es menos importante establecer que dicha declaraci n noó  

puede  contener  efectos  retroactivos  que  alteren  principios  como la 

legalidad  o  las  atribuciones  que  tiene  la  Municipalidad  dentro  de 

aquellas que la misma ley le otorga.

TERCERO:  Que,  el  Tribunal  luego  de  recibir  la  prueba  y 

analizarla concluye en el considerando d cimo tercero Que, dicho loé “  

anterior,  hay  que  razonar  que  la  demandante  Jael  Sanzana  se 

encontraba  bajo  dependencia  y  subordinaci n.  As  las  cosas  yó í  

atendido todo lo se alado previamente, no queda m s que llegar a lañ á  

conclusi n  que  la  demandante  se  encontraba  unida  a  laó  

Municipalidad de Temuco por una relaci n  laboral  encubierta poró  

una serie sucesiva de contratos a honorarios durante el per odo que vaí  
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del 01 de febrero de 2012 al 31 de diciembre de 2021, sobre todo 

tomando en consideraci n la extensa duraci n de la prestaci n de losó ó ó  

servicios,  siempre  en  dos  unidades  del  municipio  ,  desarrollando 

labores  administrativas  de  id ntica  naturaleza,  sin  que  se  hayaé  

requerido una mayor calificaci n profesional su desempe o, salvo enó ñ  

el  ltimo contrato celebrado,  en que en su calidad de trabajadoraú  

social  deb a  efectuar  informes  sociales,  lo  que  hac a  siguiendo  lasí í  

directrices impartidas,  ello en un lugar  f sico proporcionado por laí  

demanda y utilizando recursos que la identificaban como funcionaria 

del  municipio  (por  ejemplo,  el  vestuario  y el  pie  de  firma que la 

identifica dentro de la Direcci n de Desarrollo Comunitario, lo que seó  

aprecia en el set fotogr fico incorporado), correspondi ndole tambi ná é é  

participar  en  actividades  no  contempladas  en  su  contrato, 

demostr ndose as  la dependencia y control a la que se hallaba sujeta,á í  

por lo que cabe concluir que la prestaci n de servicios personales seó  

ha dado en los t rminos del art culo 7 del C digo del Trabajo, puesé í ó  

las  actividades  desplegadas  por  la  actora  han  de  entenderse 

enmarcadas en el mbito de la promoci n del desarrollo comunitario,á ó  

lo que es una atribuci n privativa de los municipios seg n la letra e)ó ú  

del  art culo  3  de  la  ley  18.695,  ley  org nica  constitucional  deí á  

municipalidades.  Tambi n,  atendidas  las  sucesivas  renovaciones,é  

atento a lo dispuesto en el art culo 159 No.4 del C digo del Trabajo,í ó  

hay que colegir  que la  relaci n  laboral  era de car cter  indefinida.ó á  

Entonces,  al  haberse  acreditado  la  relaci n  laboral,  atendido  eló  

principio de primac a de la realidad y al no haber probado la parteí  

demandada que su t rmino cumpli  con las leyes laborales vigentes,é ó  

espec ficamente lo previsto en el art culo 162 del C digo del Trabajo,í í ó  

se  dar  lugar  a  la  demandada de  despido injustificado,  ya  que esá  

palmario que la relaci n ya establecida, indefectiblemente concluy  eló ó  

31 de diciembre de 2021 conforme lo han dicho los testigos y ambas 

confesantes en el juicio.
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CUARTO: A su turno respecto de lo debatido en este recurso, en el 

considerando d cimo s ptimo el sentenciador razona en el sentido queé é  

la nulidad del despido no procede, se alando,   Sin perjuicio de loñ “  

anterior, la demandada deber  enterar las cotizaciones de previsi ná ó  

social  de  la  actora  en  las  entidades  respectivas,  considerando  la 

remuneraci n que para cada per odo se estableci  en los contratosó í ó  

desde  el  febrero  de  2012  a  diciembre  de  2021,  de  acuerdo  a  la 

jurisprudencia  emanada  de  la  Ecma.  Corte  Suprema en causa  rol 

42.863-2020,  que  sostiene  que  no  procede  aplicar  la  sanci n  deó  

nulidad del despido a los servidores p blicos,  cuya relaci n laboralú ó  

declarada judicialmente tiene su origen en un convenio a honorarios 

suscrito  con  la  Administraci n  del  Estado,  pero  s  el  pago  deó í  

cotizaciones previsionales devengadas durante dicho periodo, postura 

reafirmada por el art culo 3 , inciso segundo, de la ley 17.322, queí °  

establece  que Se  presumir  de  derecho que se  han efectuado los“ á  

descuentos a que se refiere ese mismo art culo, por el solo hecho deí  

haberse pagado total o parcialmente las respectivas remuneraciones a 

los trabajadores.  Si se hubiere omitido practicar  dichos descuentos, 

ser  de  cargo  del  empleador  el  pago  de  las  sumas  que  por  talá  

concepto se adeuden . Que no nubla lo anterior, lo dispuesto en la”  

ley  20.255  y  las  declaraciones  relativas  al  impuesto  a  la  renta 

exhibidas  por  la  demandante,  que  corresponden  a  los  periodos 

tributarios del 2018 al 2021 presentando el Formulario 22, en las que 

aparece nicamente en los  a os  2019,  2020 y 2021 un cargo porú ñ  

cotizaciones previsionales seg n el art culo 89 y siguientes del decretoú í  

ley 3.500. Adem s, la demandada apunta a que la cl usula 14 de losá á  

contratos  suscritos con la demandante le entregan a esta ltima laú  

obligaci n de cotizar al prestador, sin embargo, no se han tenido a laó  

vista todos los contratos entre ellas. En este escenario, siendo evidente 

que esta obligaci n no ha sido permanente durante todo el periodo,ó  

corresponder  que pague aquellas  cotizaciones no enteradas  por laá  

trabajadora.
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QUINTO: Que  esta  Corte,  por  mayor a  considera  que  elí  

razonamiento del Tribunal es correcto, por lo que el cobro retroactivo 

de las cotizaciones previsionales es acertado, ello por aplicaci n de lasó  

normas  legales  citadas  anteriormente,  concordando  en  este  sentido 

con  a  Excma.  Corte  Suprema,  que  estima  que  efectivamente  la 

nulidad del despido no resulta aplicable, pero si lo es el cobro de las 

prestaciones previsionales, ello por cuanto al ser la sentencia de tipo 

declarativa,  corresponde  pagar  todas  las  sumas  que  en  derecho 

corresponde, sin que resulte aplicable la nulidad del despido, porque 

desde lo f ctico en el caso concreto, no se dar por establecida la figuraá  

t pica que obliga a la sanci n propia indicada. í ó

SEXTO.  Por ello, es que esta Corte considera que el sentenciador 

aplic  correctamente la norma, le dio el sentido que ella contiene, sinó  

que  pueda  divisarse  el  reproche  que  por  la  v a  de  la  nulidad  seí  

presenta, motivo por el cual el recurso ser  rechazado, tal como seá  

dir  en lo resolutivo de la sentencia. á

Y visto,  adem s,  lo  que dispone los  art culos,  477,  478,   479,  delá í  

C digo del Trabajo, se declara SIN LUGAR el recurso de nulidadó  

deducido  por  don  FEDERICO CAMPOS SANDOVAL,  abogado, 

por la parte demandada, en representaci n de la Municipalidad deó  

Temuco, en autos caratulados SANZANA con Ilustre Municipalidad“  

de Temuco , RIT O-212-2022, en la que por sentencia de fecha 16”  

de junio de 2022, se conden  a su representado en la forma queó  

indica, por  lo que no es nula  la sentencia de  fecha 8 de julio de dos 

mil veintid s, dictada por el Juzgado de Letras  del Trabajo de laó  

ciudad de Temuco, sin costas.

Dictada con el voto en contra del abogado integrante don Reinaldo 

Osorio Ulloa, quien estuvo por acoger el mencionado recurso por los 

siguientes argumentos: 

PRIMERO:  Que en el  caso que nos interesa,  el  Tribunal   ha 
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declarado la existencia de relaci n laboral entre las partes, relaci nó ó  

que  a  juicio  del  sentenciador  debe  entenderse  existente  desde  el 

primer contrato suscrito entre las partes. Por otro lado,  no es menos 

importante establecer que dicha declaraci n no puede contener efectosó  

retroactivos que alteren principios como la legalidad o las atribuciones 

que tiene la Municipalidad dentro de aquellas que la misma ley le 

otorga.

SEGUNDO:  Que,  tal  como indica  el  recurrente  al  ordenar  el 

tribunal  el  pago  de  las  cotizaciones  previsionales,  estar aí  

desconociendo, entre otras cosas, que no nos encontramos ante una 

hip tesis  t pica  en  la  cual  un  empleador  utiliza  el  contrato  deó í  

honorarios  como  un  subterfugio  o  fraude,  ocultando  una  relaci nó  

laboral.  En la especie,  esta relaci n  de contrataci n  nace a la  luzó ó  

como un contrato de prestaci n  de servicios,  lo  cual  se  encuentraó  

amparado por la ley 18.883 en su art culo 4. í

TERCERO:  Que, la vinculaci n contractual nace al amparo de unó  

estatuto  legal  determinado,  establecido  en  la  norma  legal,  que 

otorgaba una presunci n de legalidad al mismo, seg n lo dispone eló ú  

art culo 3 inciso final al se alar que Los actos administrativos gozaní ñ “  

de una presunci n de legalidad, de imperio y exigibilidad frente a susó  

destinatarios , por lo que en principio, la contrataci n no es ilegal, y” ó  

que adem s fue cumplida por la Municipalidad de Temuco de buenaá  

fe desde que realiz  la retenci n de los impuestos de las boletas deó ó  

honorario emitidas por la actora. En este mismo orden de ideas, y en 

atenci n a que ambas partes estaban de acuerdo en el hecho que seó  

trataba  de  un  contrato  civil,  s lo  puede  concluirse  que  la  parteó  

demandada estaba impedida de ejercer la retenci n de una parte deó  

la remuneraci n del actor para proceder al pago de sus cotizacionesó  

previsionales, desde que aquellas eran incompatibles con la naturaleza 

del  contrato suscrito entre  las  partes,  as  como de las  obligacionesí  

rec procas pactadas, entre las que destacan los pagos de impuestos aí  
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realizar  por  parte  de  la  Municipalidad,  as  como  tambi n  laí é  

obligaci n  del  propio  demandante  de  enterar   los  pagos  de  lasó  

cotizaciones previsionales en forma voluntaria, tal como se lo permite 

y posteriormente le obliga la Ley del ramo.

CUARTO: Que conforme lo anterior es que se considera que no 

resulta  posible  obligar  al  demandado  a  enterar  las  cotizaciones 

se aladas, porque ello desatiende el principio de legalidad que amparañ  

los actos de la administraci n p blica, as  como tambi n la autonom aó ú í é í  

de la voluntad de quienes contratan de la forma que la demandante y 

la demandada lo hicieron.  

QUINTO: Que tal como indica la recurrente, siendo un hecho el 

que  los  contratos  que  unieron  a  las  partes  fueron  suscritos  como 

contratos de prestaci n de servicios, que estos tienen una presunci nó ó  

de legalidad de acuerdo a los art culos 6 y 7 de nuestra Constituci ní ó  

Pol tica de la Rep blica y seg n lo dispone el art culo 3 inciso final deí ú ú í  

la  Ley 18.883.  Es que no resulta  posible  condenar al  pago de las 

cotizaciones previsionales, toda vez que mientras rigi  la relaci n enó ó  

calidad de honorarios , la Municipalidad cumpli  con la obligaci n“ ” ó ó  

contractual y legal que le asiste. 

Redacci n del abogado integrante Sr. Reinaldo Osorio Ulloa.ó

Reg strese y notif quese.í í

Laboral - Cobranza-271-2022.  
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Pronunciado por la Segunda Sala de la Corte de Apelaciones de Temuco integrada por Ministro Carlos Ivan Gutierrez

Z. y Fiscal Judicial Oscar Luis Viñuela A. Temuco, quince de noviembre de dos mil veintidós. Se hace presente que el

abogado integrante Sr. Reinaldo Osorio Ulloa, no firma, no obstante haber concurrido a la vista de la causa y al

acuerdo respectivo, por encontrarse ausente.

En Temuco, a quince de noviembre de dos mil veintidós, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución

precedente.
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